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SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
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Ciudad de México a ocho de febrero de dos mil veintiuno, se da cuenta al Ministro José Fernando 
Franco González Salas, instructor en el presente asunto, con lo siguiente: 

Constancias 
Número de 

registro 

Escrito y anexos de Carlos Félix Azuela Bernal, quien se ostenta como 
Director General de Servicios Legales del Gobierno de la Ciudad de México. 

000384 

Documentales recibidas mediante buzón judicial en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de este Alto Tribunal. Conste. 

Ciudad de México, a ocho de febrero de dos mil veintiuno. 

Conforme al Considerando Tercero y Cuarto1, los Puntos Primero, 

Segundo, Tercero y Cuarto2, del Acuerdo General 14/2020, de veintiocho de julio 

de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por 

el que se reanudan los plazos procesales suspendidos desde el dieciocho de 

marzo de dos mil veinte, así como en el instrumento normativo aprobado por el 

Pleno de este Alto Tribunal el veintiuno de enero de dos mil veintiuno, por el cual 

se prorroga del uno al veintiocho de febrero del mismo año, la vigencia de los 

puntos del Tercero al Noveno del Acuerdo General 14/2020 antes precisado, se 

provee: 

Agréguense al expediente, para que surtan efectos legales, el escrito y 

anexos de quien se ostenta como Director General de Servicios Legales del 

Gobierno de la Ciudad de México, y en atención a los mismos, se le tiene dando 

cumplimiento al requerimiento formulado mediante proveído de doce de enero 

de dos mil veintiuno, al remitir a este Alto Tribunal las documentales que le 

                                                           
1 Acuerdo General 14/2020, de veintiocho de julio de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TERCERO. Como puede apreciarse, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha realizado diversas acciones que han permitido, por una parte, 
proteger los derechos a la salud y a la vida tanto de las personas justiciables como de los servidores públicos del Alto Tribunal y, por la otra, dar 
eficacia al derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
CUARTO. Sin embargo, la continuada prolongación del período de emergencia sanitaria hace necesario el restablecimiento de la actividad 
jurisdiccional, mediante la reactivación de los plazos procesales y de la tramitación en físico de todo tipo de solicitudes, demandas, incidentes, 
recursos y demás promociones ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Es un hecho que la pandemia subsiste como un peligro para la salud, de modo que la reactivación no se realiza en un contexto de "normalidad", 
lo que implica la implementación de modalidades que permitan enfrentar la emergencia sanitaria, insistiendo en la utilización de tecnologías de 
la información y de las comunicaciones. 
En consecuencia, con fundamento en los preceptos constitucionales y legales mencionados, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación expide el siguiente: 
2 PRIMERO. El presente Acuerdo General tiene por objeto establecer los términos en los que se desarrollarán las actividades jurisdiccionales 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del tres al treinta y uno de agosto de dos mil veinte. 
SEGUNDO. A partir del tres de agosto de dos mil veinte, se levanta la suspensión de plazos en los asuntos de la competencia de este Alto 
Tribunal, sin menoscabo de aquéllos que hayan iniciado o reanudado en términos de lo previsto en los puntos Tercero de los Acuerdos Generales 
10/2020 y 12/2020, así como Cuarto del diverso 13/2020. Lo anterior implica la reanudación de los plazos en el punto en que quedaron pausados 
y no su reinicio. 
TERCERO. En los asuntos de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá promoverse por vía electrónica mediante el 
uso de la FIREL o de la e.firma en términos de lo previsto en los Acuerdos Generales 8/2020 y 9/2020, incluso en los asuntos formados antes 
del primero de junio de dos mil veinte, respecto de los cuales no se establecía la obligación de integrar expediente electrónico. Para la remisión 
de expedientes a este Alto Tribunal, los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito deberán atender a lo previsto en el artículo Tercero 
Transitorio del Acuerdo General Plenario 9/2020. 
CUARTO. Para los efectos indicados en el artículo 7o. de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Articulo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, las demandas y promociones podrán presentarse, incluso en días inhábiles, por vía electrónica en el Sistema 
Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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fueron requeridas; en consecuencia, se deja sin efectos el apercibimiento 

decretado en el mencionado acuerdo. Esto, con fundamento en el artículo 353 

de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Visto el escrito de demanda y anexos, presentados por Carlos Félix 

Azuela Bernal, quien se ostenta como Director General de Servicios Legales 

del Gobierno de la Ciudad de México, mediante el cual promueve controversia 

constitucional contra la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, en la que impugna lo siguiente: 

“ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA: el conocimiento, trámite y resolución 
por parte de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, del juicio registrado con el número de expediente SUP-JE-81/2020, 
en el cual se determinó que el Gobierno de la Ciudad de México deberá enterar al 
Tribunal Electoral de la Ciudad de México, el pago de $7´768,053.47 (SIETE 
MILLONES SETECIENTOS SESENTA Y OCHO MIL CINCUENTA Y TRES 
PESOS 47/100 M.N.), por concepto de omisión en el entero de las ministraciones 
respecto de los meses de julio, agosto, noviembre y diciembre, de conformidad 
con el presupuesto aprobado por el ejercicio fiscal de 2020. 
El acto antes precisado constituye la materialización de la invasión de 
competencias de un órgano originario de la Ciudad de México, por parte de un 
órgano de la Federación, la cual causa perjuicio a la Ciudad de México, dado que 
con dicho acto el ente perteneciente a uno de los poderes de la Federación ejerce 
funciones que le corresponden a los poderes de la Ciudad de México, vulnerando 
la esfera de actuación del Ejecutivo Local mediante su indebida intervención en la 
repartición y administración del presupuesto de la Administración Pública de la 
Ciudad; invadiendo esferas que él mismo señala corresponden al Legislativo 
Local; por lo que conforme con los medios de control de constitucionalidad 
establecidos en la Constitución de la Entidad, invade y se atribuye facultades del 
Poder Judicial de la Ciudad de México, tal y como se expondrá a lo largo de la 
presente controversia que se formula.” 

Consecuentemente, se tiene por presentado al promovente, con la 

personalidad que ostenta4, designando delegados y señalando domicilio para 

oír y recibir notificaciones en esta ciudad. 

                                                           
3 Artículo 35. En todo tiempo, el ministro instructor podrá decretar pruebas para mejor proveer, fijando al efecto fecha para su desahogo. 
Asimismo, el propio ministro podrá requerir a las partes para que proporcionen los informes o aclaraciones que estime necesarios para 
la mejor resolución del asunto. 
4 En términos de la documental que para tal efecto acompaña y de conformidad con el artículo 230, fracciones I y II, del Reglamento 
Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México, que establece: 
Artículo 230 del Reglamento Interior del Poder Ejecutivo y de la Administración Pública de la Ciudad de México. Corresponde 
a la Dirección General de Servicios Legales:  
I. Representar a la Administración Pública en los juicios en que ésta sea parte;  
II. Intervenir en los Juicios de Amparo, cuando la persona Titular de la Jefatura de Gobierno tenga el carácter de autoridad responsable, 
exista solicitud de la autoridad responsable o medie instrucción de la persona Titular de la Jefatura de Gobierno; así como supervisar 
todas las etapas de su proceso y la elaboración de los informes previos y justificados cuando la importancia del asunto así lo amerite. 
Asimismo, intervendrá en los juicios a que se refiere la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; […].  
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Lo anterior, con fundamento en los artículos 11, párrafos 

primero y segundo5, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 

I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como 3056 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, en términos 

del artículo 17 de la citada ley. 

Ahora bien, de la revisión integral de la demanda y al escrito de cuenta y 

sus anexos, se arriba a la conclusión que existe un motivo manifiesto e 

indudable de improcedencia que da lugar a desechar de plano la presente 

controversia constitucional. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 258 de la ley reglamentaria de 

la materia, el Ministro instructor en una controversia constitucional puede 

válidamente desecharla de plano si advierte la existencia de una causa 

manifiesta e indudable de improcedencia, lo que se corrobora con la 

jurisprudencia que se cita a continuación: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN ‘MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA’ PARA EL EFECTO DEL 
DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ministro instructor podrá 
desechar de plano la demanda de controversia constitucional si encontrare motivo 
manifiesto e indudable de improcedencia. En este contexto, por "manifiesto" debe 
entenderse lo que se advierte en forma patente y absolutamente clara de la lectura de 
la demanda, de los escritos aclaratorios o de ampliación, en su caso, y de los 
documentos que se anexen a tales promociones; mientras que lo "indudable" resulta 
de que se tenga la certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia de 
que se trate efectivamente se actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun 
cuando se admitiera la demanda y se sustanciara el procedimiento, no sería factible 
obtener una convicción diversa.” 9 

                                                           
5 Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios 
que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca 
a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el párrafo anterior; sin 
embargo, por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan 
pruebas, formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley. […] 
6 Código Federal de Procedimientos Civiles 
Artículo 305. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial en que intervengan, deben designar casa 
ubicada en la población en que tenga su sede el tribunal, para que se les hagan las notificaciones que deban ser personales. Igualmente 
deben señalar la casa en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan, o a las que les 
interese que se notifique, por la intervención que deban tener en el asunto. No es necesario señalar el domicilio de los funcionarios 
públicos. Estos siempre serán notificados en su residencia oficial. 
7 Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las 
controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal 
de Procedimientos Civiles. 
8 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 25. El ministro instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, la desechará de plano. 
9 Tesis P./J. 128/2001. Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, 
correspondiente al mes de octubre de dos mil uno, página ochocientas tres, número de registro 188643. 
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En un principio, de la transcripción de los actos impugnados realizada en 

líneas precedentes, así como de la revisión integral de la demanda es dable 

advertir la actualización del supuesto de improcedencia previsto en el artículo 

19, fracción VIII10, de la ley reglamentaria de la materia, en relación con el 

diverso 105, fracción I11, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en virtud de que los actos combatidos derivan de una resolución 

jurisdiccional emitida en el juicio resuelto la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, y/o en su caso, actos emitidos en 

cumplimiento de dicha sentencia. 

Sobre el particular es conveniente destacar que este Alto Tribunal se ha 

pronunciado en el sentido de que: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PARA QUE SE ACTUALICE LA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VIII DEL 
ARTÍCULO 19 DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, NO ES 
INDISPENSABLE QUE EXISTA Y SE VINCULE CON UNA DISPOSICIÓN 
EXPRESA Y ESPECÍFICA AL RESPECTO EN ESE ORDENAMIENTO 
JURÍDICO. Conforme a la fracción VIII del artículo 19 de la Ley Reglamentaria 
de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la improcedencia del juicio debe resultar de alguna 
disposición de esa ley, esto es, que sea consecuencia de la misma, sin que sea 
necesario que expresa y específicamente esté consignada como tal en alguna 
parte del ordenamiento, pues siendo la condición para que dicha causa de 
improcedencia se actualice, que resulte del propio ordenamiento, ésta 
válidamente puede surtirse cuando del conjunto de disposiciones que integran a 
la citada ley reglamentaria y de su interpretación, en lo que se refiere a la 
controversia constitucional, en tanto delinean el objeto y fines de la propia figura 
procesal constitucional, se revelen casos en que su procedencia sería contraria 
al sistema de control constitucional del que forman parte o de la integridad y 
naturaleza del juicio mismo.”12 

                                                           
10 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: […] 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. 
11 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: 
a) La Federación y una entidad federativa; 
b) La Federación y un municipio; 
c) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente; 
d) Una entidad federativa y otra; 
e) Se deroga. 
f) Se deroga. 
g) Dos municipios de diversos Estados; 
h) Dos Poderes de una misma entidad federativa, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
j) Una entidad federativa y un Municipio de otra o una demarcación territorial de la Ciudad de México, sobre la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones generales, y 
k) Se deroga. 
l) Dos órganos constitucionales autónomos, y entre uno de éstos y el Poder Ejecutivo de la Unión o el Congreso de la Unión sobre la 
constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. Lo dispuesto en el presente inciso será aplicable al organismo garante que 
establece el artículo 6o. de esta Constitución. 
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de las entidades federativas, de los Municipios o de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México impugnadas por la Federación; de los Municipios o de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México impugnadas por las entidades federativas, o en los casos a que se refieren los incisos c) y h) 
anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación las declare inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales 
cuando hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos. 
En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes en la 
controversia. 
12 Tesis P LXIX/2004. Asilada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, correspondiente al 
mes de diciembre de dos mil cuatro, página mil ciento veintiuno, número de registro 179955. 
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“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. NO ES LA VÍA IDÓNEA 
PARA IMPUGNAR RESOLUCIONES DICTADAS POR LOS 
ÓRGANOS ESTATALES ESPECIALIZADOS EN MATERIA DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, SALVO QUE EXISTA 
UN PROBLEMA DE INVASIÓN DE ESFERAS 
COMPETENCIALES. Del artículo 105, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el objeto de 
tutela de la controversia constitucional es salvaguardar la esfera 
competencial de las entidades u órganos de gobierno; al efecto, el 

Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la 
jurisprudencia P./J. 16/2008, de rubro: "CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. 
PROCEDE DE MANERA EXCEPCIONAL AUN CUANDO EL ACTO 
IMPUGNADO SEA UNA RESOLUCIÓN JURISDICCIONAL EN ESTRICTO 
SENTIDO, SI LA CUESTIÓN A EXAMINAR ATAÑE A LA PRESUNTA INVASIÓN 
DE LA ESFERA COMPETENCIAL DE UN ÓRGANO ORIGINARIO DEL 
ESTADO.". Por tanto, si los Institutos de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública de las entidades federativas son los encargados de decidir, en última 
instancia, al conocer de los recursos de revisión, sobre la información pública que 
debe entregarse a los particulares, entonces, la impugnación de dichas 
resoluciones, dirigida a combatir aspectos de mera legalidad, resulta 
improcedente en controversia constitucional, toda vez que no es la vía idónea 
para impugnar las resoluciones dictadas por los órganos estatales especializados 
en dicha materia. Considerar lo contrario implicaría convertirla en un recurso o 
ulterior medio de defensa para someter a revisión la misma litis debatida en el 
procedimiento administrativo natural, lo que no corresponde a su objeto de tutela 
al no implicar un problema de invasión y/o afectación de esferas 
competenciales.”13 

Del contenido de las tesis citadas se advierte que la improcedencia de la 

controversia constitucional puede resultar de alguna disposición de la ley 

reglamentaria de la materia, lo cual implica considerar no sólo las que 

específicamente prevé tal ordenamiento, sino incluso las que puedan derivar del 

conjunto de normas que rigen el sistema de control de la constitucionalidad del 

que forman parte, y que resulta improcedente la impugnación de 

resoluciones jurisdiccionales en la vía de controversia constitucional, ya que, 

de permitirse, se tornaría a este juicio en un recurso o medio de defensa 

respecto del procedimiento natural. 

Por lo que la controversia constitucional no es la vía idónea para 

controvertir los fundamentos y motivos de una sentencia emitida por un tribunal 

judicial o administrativo aunque se aleguen cuestiones de constitucionalidad, 

porque dichos tribunales, al dirimir conflictos que han sido sometidos a su 

conocimiento, ejercen facultades de control jurisdiccional, razón por la cual en 

este medio no es viable plantear la invalidez de resoluciones dictadas en un 

juicio, máxime que en dichos procedimientos no se dirimen conflictos entre los 

                                                           
13 Tesis P LXIX/2004. Asilada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, correspondiente al 
mes de diciembre de dos mil cuatro, página mil ciento veintiuno, número de registro 179955. 
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órganos, poderes o entes a que se refieren los artículos 105 fracción I de la 

Constitución Federal y 10 de la Ley Reglamentaria de la materia, sino que tienen 

como objeto salvaguardar los intereses de los gobernados. 

Pues, de aceptarse que la controversia constitucional constituye la vía 

idónea para impugnar las sentencias que recaigan en los juicios de los que 

conocen los órganos jurisdiccionales, ésta se tornaría en un recurso o en un 

ulterior medio de defensa para someter a revisión la cuestión litigiosa debatida 

en el procedimiento natural. 

El motivo de improcedencia invocado se corrobora con lo manifestado en 

el propio escrito de demanda presentado por el poder actor, del que se advierte, 

en lo que interesa, lo siguiente: “…el conocimiento, trámite y resolución por parte 

de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

del juicio registrado con el número de expediente SUP-JE-81/2020, en el cual 

se determinó que el Gobierno de la Ciudad de México deberá enterar al Tribunal 

Electoral de la Ciudad de México, el pago de $7´768,053.47 (SIETE MILLONES 

SETECIENTOS SESENTA Y OCHO MIL CINCUENTA Y TRES PESOS 47/100 

M.N.), por concepto de omisión en el entero de las ministraciones respecto de 

los meses de julio, agosto, noviembre y diciembre, de conformidad con el 

presupuesto aprobado por el ejercicio fiscal de 2020…”. 

Como se adelantó, y se puede apreciar de lo antes descrito, el acto 

impugnado es la resolución jurisdiccional dictada en el expediente SUP-JE-

81/2020 por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, y en su caso, los actos derivados de ésta. 

En efecto, lo que en realidad cuestiona el actor son los efectos precisados 

por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

en la referida sentencia, en el sentido de que la Secretaría de Finanzas de la 

Ciudad de México, por conducto de su titular local, realice el pago a favor del 

tribunal local de $5´531,967.25 (cinco millones quinientos treinta y un mil 

novecientos sesenta y siete pesos 25/100 M.N.) que ha omitido cubrirle respecto 

de los meses de julio, agosto y noviembre de conformidad con el presupuesto 

aprobado para dicho órgano jurisdiccional, para el ejercicio fiscal dos mil veinte. 
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Además, contrario a lo que aduce el actor en el escrito 

inicial de demanda, en ningún apartado de la sentencia que se 

impugna, el Tribunal Electoral asumió facultades que 

corresponden al Legislativo local, mucho menos a la invasión 

de competencias de algún órgano originario de la Ciudad de 

México, sino que únicamente, se delimitó a obligar a la 

Secretaría de Finanzas de la Ciudad de México, por conducto de su titular local, 

realizar el pago, derivado de la no existencia de disposición jurídica que autorice 

a las personas titulares de la Jefatura de Gobierno y Secretaría de 

Administración y Finanzas de la Ciudad de México a realizar reducciones al 

presupuesto aprobado para el Tribunal Electoral local. 

Al respecto, no pasa inadvertida la jurisprudencia número 16/2008, emitida 

por el Tribunal Pleno, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 

PROCEDE DE MANERA EXCEPCIONAL AUN CUANDO EL ACTO 

IMPUGNADO SEA UNA RESOLUCIÓN JURISDICCIONAL EN ESTRICTO 

SENTIDO, SI LA CUESTIÓN A EXAMINAR ATAÑE A LA PRESUNTA 

INVASIÓN DE LA ESFERA COMPETENCIAL DE UN ÓRGANO ORIGINARIO 

DEL ESTADO”14; sin embargo, esta regla de excepción en el caso no es 

aplicable ya que el citado criterio derivó de un conflicto entre órganos 

jurisdiccionales de un mismo Estado –Poder Judicial y Tribunal Contencioso 

Administrativo, ambos del Estado de Nuevo León– y se refirió a la falta de 

competencia del segundo para conocer o juzgar los actos emitidos por el 

primero, es decir, se actualizaba el caso de excepción consistente en la falta de 

competencia del órgano jurisdiccional emisor del acto impugnado para conocer 

del asunto, siendo el conocimiento en sí mismo, mas no el contenido o los 

alcances del fallo, lo que actualiza la vulneración a la esfera competencial del 

ente legitimado para promover la controversia constitucional. 

En consecuencia, el anterior precedente no resulta aplicable al caso en 

concreto, pues, la supuesta invasión competencial no se hace depender de 

alguna violación a una función originaria que tenga el poder actor para resolver 

el asunto decidido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación. 

                                                           
14 Tesis P./J. 16/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXVII, febrero de dos mil 
ocho, página 1815.  
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Aunado a lo anterior, el hecho de que la Constitución Federal reconozca en 

su artículo 105, fracción I, la posibilidad de iniciar una controversia constitucional 

cuando alguna de las entidades, poderes u órganos originarios del Estado 

estime que se ha vulnerado su esfera de atribuciones, es insuficiente para que 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación realice un análisis de 

constitucionalidad de las normas o actos impugnados, desvinculado del ámbito 

competencial constitucional del actor, además de que debe atenderse a la 

naturaleza de los actos controvertidos o impugnados, a fin de establecer si 

pueden ser materia de ese medio de control constitucional. 

Pues bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 

la controversia constitucional no es la vía para controvertir los 

fundamentos y motivos de resoluciones dictadas en por órganos 

jurisdiccionales integrantes del Poder Judicial Federal, como acontece en 

el presente caso, al tratarse de una vía regulada por normas de la misma 

jerarquía (artículos 103 y 107, y artículo 105, todos de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos) y que persiguen por igual la salvaguarda de la 

supremacía constitucional, ya que se trastornaría la solidez y eficacia no sólo 

del medio de control sometido, sino de todo el sistema de medios de control 

constitucional que prevé la Constitución Federal, y se haría nugatoria la 

autoridad que tienen, por disposición constitucional, los juzgadores 

unipersonales y colegiados de amparo, cuestionándose la validez de las 

resoluciones dictadas en su trámite o en sentencias que conceden la protección 

federal al quedar sujetas a un nuevo análisis constitucional, resultando aplicable 

análogamente por su contenido la tesis que se cita a continuación: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE 
CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN JUICIOS DE AMPARO, ASÍ COMO DE 
LOS ACTOS REALIZADOS EN SU EJECUCIÓN. El Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia P./J. 117/2000, 
que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XII, octubre de 2000, página 1088, con el rubro: 
"CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. NO SON LA VÍA IDÓNEA PARA 
COMBATIR RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, AUN CUANDO SE ALEGUEN 
CUESTIONES CONSTITUCIONALES.", estableció que la amplitud para ejercitar la 
acción de controversia constitucional no puede llegar al extremo de proceder para 
impugnar los fundamentos y motivos de una sentencia emitida por un tribunal judicial 
o administrativo, incluso cuando se aleguen cuestiones constitucionales. Lo anterior 
se robustece si se atiende a que las decisiones de los órganos de amparo son 
constitucionales por origen y definición, por lo que dicha improcedencia se funda en 
la circunstancia de que poner nuevamente en tela de juicio su validez constitucional 
en una vía regulada por normas de la misma jerarquía (artículos 103 y 107, y artículo 
105, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos) y que 
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persiguen por igual la salvaguarda de la supremacía constitucional, 
trastornaría la solidez y eficacia no sólo del medio de control sometido, 
sino de todo el sistema de medios de control constitucional que prevé 
la Constitución Federal, haciendo nugatoria la autoridad que tienen, por 
disposición constitucional, los juzgadores unipersonales y colegiados 
de amparo, cuestionándose la validez de las sentencias que conceden 
la protección federal al quedar sujetas a un nuevo análisis 
constitucional. En este orden de ideas, este tratamiento debe hacerse 
extensivo a los actos de ejecución de la propia sentencia de amparo, 
pues su realización encuentra su razón de ser en la resolución 

constitucional que encontró un vicio que habría de ser superado con la ulterior 
actuación de las autoridades, y en la que se pretende materializar la protección 
constitucional otorgada por el Juez de amparo.”15 

A mayor abundamiento, se observa otra causa de improcedencia prevista 

en la fracción II16 del artículo 19 de la ley reglamentaria de la materia, en relación 

con los artículos 99, párrafos segundo y cuarto, fracción X17 y 105 fracción I18, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los que se 

precisa que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es la 

máxima autoridad jurisdiccional especializada en dicha materia, que sus 

resoluciones son definitivas e inatacables y que, además es improcedente una 

controversia constitucional cuando las normas o actos que se impugnen se 

refieran a la materia electoral. 

En efecto, de los artículos 99 de la Constitución Federal y 189 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se observa lo siguiente: 

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 99.- El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 
105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado 
del Poder Judicial de la Federación. 
Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará en forma permanente con una Sala 
Superior y salas regionales; sus sesiones de resolución serán públicas, en los términos que 
determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su adecuado 
funcionamiento. 
La Sala Superior se integrará por siete Magistrados Electorales. El Presidente del Tribunal será 
elegido por la Sala Superior, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por cuatro años. 
Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de 
esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre: 
I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores; 

                                                           
15Tesis LXX/2004, Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, diciembre de dos mil 
cuatro, página mil ciento diecinueve, número de registro 179957. 
16 Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: […] 
II. Contra normas generales o actos en materia electoral; […] 
17 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de esta Constitución, la máxima 
autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación.  
Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará en forma permanente con una Sala Superior y salas regionales; sus sesiones 
de resolución serán públicas, en los términos que determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su 
adecuado funcionamiento. […] 
Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga 
la ley, sobre: […] 
X. Las demás que señale la ley. […] 
18 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: […] 
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II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala Superior. 
Las salas Superior y regionales del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de una elección por 
las causales que expresamente se establezcan en las leyes. 
La Sala Superior realizará el cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, una vez resueltas las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, 
procediendo a formular, en su caso, la declaración de validez de la elección y la de Presidente 
Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos. 
III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a las 
señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen normas constitucionales o legales, así 
como en materia de revocación de mandato; 
IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades 
competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las 
controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para el 
desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá 
solamente cuando la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 
plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la 
instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos; 
V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales de los 
ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos 
políticos del país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes. Para que un 
ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del Tribunal por violaciones a sus derechos por el partido 
político al que se encuentre afiliado, deberá haber agotado previamente las instancias de solución 
de conflictos previstas en sus normas internas, la ley establecerá las reglas y plazos aplicables; 
VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores; 
VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Nacional Electoral y sus servidores; 
VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Nacional Electoral a 
partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, que 
infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las leyes; 
IX. Los asuntos que el Instituto Nacional Electoral someta a su conocimiento por violaciones a lo 
previsto en la Base III del artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de esta Constitución; a las 
normas sobre propaganda política y electoral, así como por la realización de actos anticipados 
de precampaña o de campaña, e imponer las sanciones que correspondan, y 
X. Las demás que señale la ley. 
Las salas del Tribunal Electoral harán uso de los medios de apremio necesarios para hacer 
cumplir de manera expedita sus sentencias y resoluciones, en los términos que fije la ley. 
Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 de esta Constitución, las salas del Tribunal 
Electoral podrán resolver la no aplicación de leyes sobre la materia electoral contrarias a la 
presente Constitución. Las resoluciones que se dicten en el ejercicio de esta facultad se limitarán 
al caso concreto sobre el que verse el juicio. En tales casos la Sala Superior informará a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Cuando una sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de algún 
acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, y dicha tesis 
pueda ser contradictoria con una sostenida por las salas o el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia, cualquiera de los Ministros, las salas o las partes, podrán denunciar la contradicción en 
los términos que señale la ley, para que el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
decida en definitiva cuál tesis debe prevalecer. Las resoluciones que se dicten en este supuesto 
no afectarán los asuntos ya resueltos. 
La organización del Tribunal, la competencia de las salas, los procedimientos para la resolución 
de los asuntos de su competencia, así como los mecanismos para fijar criterios de jurisprudencia 
obligatorios en la materia, serán los que determinen esta Constitución y las leyes. 
La Sala Superior podrá, de oficio, a petición de parte o de alguna de las salas regionales, atraer 
los juicios de que conozcan éstas; asimismo, podrá enviar los asuntos de su competencia a las 
salas regionales para su conocimiento y resolución. La ley señalará las reglas y los 
procedimientos para el ejercicio de tales facultades. 
La administración, vigilancia y disciplina en el Tribunal Electoral corresponderán, en los términos 
que señale la ley, a una Comisión del Consejo de la Judicatura Federal, que se integrará por el 
Presidente del Tribunal Electoral, quien la presidirá; un Magistrado Electoral de la Sala Superior 
designado por insaculación; y tres miembros del Consejo de la Judicatura Federal. El Tribunal 
propondrá su presupuesto al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para su 
inclusión en el proyecto de Presupuesto del Poder Judicial de la Federación. Asimismo, el 
Tribunal expedirá su Reglamento Interno y los acuerdos generales para su adecuado 
funcionamiento. 
Los Magistrados Electorales que integren las salas Superior y regionales serán elegidos por el 
voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores a 
propuesta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La elección de quienes las integren será 
escalonada, conforme a las reglas y al procedimiento que señale la ley. 
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Los Magistrados Electorales que integren la Sala Superior deberán satisfacer los 
requisitos que establezca la ley, que no podrán ser menores a los que se exigen 
para ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y durarán en su 
encargo nueve años improrrogables. Las renuncias, ausencias y licencias de los 
Magistrados Electorales de la Sala Superior serán tramitadas, cubiertas y 
otorgadas por dicha Sala, según corresponda, en los términos del artículo 98 de 
esta Constitución. 
Los Magistrados Electorales que integren las salas regionales deberán satisfacer 
los requisitos que señale la ley, que no podrán ser menores a los que se exige 
para ser Magistrado de Tribunal Colegiado de Circuito. Durarán en su encargo 
nueve años improrrogables, salvo si son promovidos a cargos superiores. 

En caso de vacante definitiva se nombrará a un nuevo Magistrado por el tiempo restante al del 
nombramiento original. 
El personal del Tribunal regirá sus relaciones de trabajo conforme a las disposiciones aplicables 
al Poder Judicial de la Federación y a las reglas especiales y excepciones que señale la ley.” 
 
“Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
Artículo 189.- La Sala Superior tendrá competencia para: 
I.- Conocer y resolver, en forma definitiva e inatacable, las controversias que se susciten por: 
a) Los juicios de inconformidad, en única instancia, que se presenten en contra de los cómputos 
distritales de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos de la 
ley de la materia. Una vez resueltos los que se hubieren interpuesto, siempre que dichos juicios 
no tengan como efecto la nulidad de la elección, realizará el cómputo final, procediendo a formular 
la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo respecto del candidato que 
hubiese obtenido el mayor número de votos. Las decisiones que adopte la Sala Superior serán 
comunicadas de inmediato a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los efectos 
constitucionales correspondientes; 
b) Los recursos de reconsideración a que se refiere el párrafo tercero del artículo 60 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en segunda instancia se presenten 
en contra de las resoluciones de las Salas Regionales recaídas a los medios de impugnación 
previstos en la ley de la materia, en las elecciones federales de diputados y senadores; 
c) Los recursos de apelación, en única instancia, que se presenten en contra de actos y 
resoluciones de los órganos centrales del Instituto Federal Electoral; 
d) Los juicios de revisión constitucional electoral, en única instancia y en los términos previstos 
en la ley de la materia, por actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades 
competentes para organizar, calificar o resolver las impugnaciones en los procesos electorales 
de las entidades federativas, que pudiesen ser violatorios de los preceptos de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y determinantes para el desarrollo del proceso electoral 
respectivo o el resultado final de las elecciones de Gobernador y de Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal; 
e) Los juicios para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, en única 
instancia y en los términos de la ley de la materia, que se promuevan por violación al derecho de 
ser votado en las elecciones de Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, de 
diputados federales y senadores por el principio de representación proporcional, Gobernador o 
de Jefe de Gobierno del Distrito Federal; los que se promuevan por violación al derecho de 
asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos, así 
como los que se presenten en contra de las determinaciones de los partidos políticos en la 
selección de sus candidatos en las elecciones antes mencionadas o en la integración de sus 
órganos nacionales. En los dos últimos casos la Sala Superior admitirá el medio de impugnación 
una vez que los quejosos hayan agotado los medios partidistas de defensa; 
f) Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal Electoral y sus servidores, y 
g) Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores 
adscritos a órganos centrales; 
II.- Las impugnaciones por la determinación y, en su caso, aplicación de sanciones impuestas 
por los órganos centrales del Instituto a ciudadanos, partidos políticos, organizaciones o 
agrupaciones políticas o de ciudadanos, observadores y cualquier otra persona física o moral, 
pública o privada, en los términos de la ley de la materia; 
III.- Apercibir, amonestar e imponer multas hasta por doscientas veces el importe del salario 
mínimo diario general vigente en el Distrito Federal al momento de cometerse la falta, a aquellas 
personas que falten al respeto de algún órgano o miembro del Tribunal Electoral en las 
promociones que hagan o aquellos que presenten impugnaciones o escritos frívolos; 
IV.- Fijar la jurisprudencia obligatoria en los términos de los artículos 232 al 235 de esta ley; 
V.- Elegir a su presidente en los términos del párrafo primero del artículo 190 de esta ley, así 
como conocer y aceptar, en su caso, su renuncia a dicho cargo; 
VI.- Insacular de entre sus miembros, con excepción del presidente, al magistrado que integre la 
Comisión de Administración; 
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VII.- Conceder licencias a los magistrados electorales que la integran, siempre que no excedan 
de un mes, en los términos del inciso d) del artículo 227 de esta ley; 
VIII.- Nombrar los comités que sean necesarios para la atención de los asuntos de su 
competencia; 
IX.- Designar a su representante ante la Comisión Sustanciadora del Tribunal Electoral; 
X.- Aprobar el Reglamento Interno que someta a su consideración la Comisión de Administración 
y dictar los acuerdos generales en las materias de su competencia; 
XI.- Fijar los días y horas en que deba sesionar la Sala, tomando en cuenta los plazos electorales; 
XII.- Conocer y resolver sobre las excusas o impedimentos de los magistrados electorales que la 
integran; 
XIII.- Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas Regionales; 
XIV.- Vigilar que se cumplan las normas de registro y seguimiento de la situación patrimonial de 
los servidores de la Sala Superior ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
XV.- Resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa y, en su caso, imponer las 
sanciones respectivas por faltas cometidas por las magistradas y los magistrados adscritos a ella, 
así como resolver los medios de impugnación que procedan contra las determinaciones que, en 
esta materia, emita la Comisión de Administración; 
XVI.- Ejercer la facultad de atracción, ya sea de oficio, o bien, a petición de parte o de alguna de 
las Salas Regionales, para conocer de aquellos asuntos que por su importancia y trascendencia 
así lo ameriten, de acuerdo con lo previsto en el artículo 189 Bis de esta ley; 
XVII.- Remitir para su resolución a las Salas Regionales del Tribunal, con fundamento en los 
acuerdos generales que dicte, los asuntos de su competencia en los que hubiere establecido 
jurisprudencia, atendiendo a un principio de racionalidad que privilegie la pronta y expedita 
impartición de la justicia electoral. Dichos acuerdos surtirán efectos después de publicados en el 
Diario Oficial de la Federación. La determinación que emita la Sala Superior respecto de ejercer 
o no la facultad de delegación será inatacable; 
XVIII.- Resolver, en la esfera de su competencia, la no aplicación, en casos concretos, de leyes 
electorales que sean contrarias a la Constitución; y 
XIX.- Las demás que le confieran las leyes y el Reglamento Interno del Tribunal.” 

Con base en dichos preceptos, se estructura el sistema de justicia electoral, 

conforme al cual, las resoluciones que emite el Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación en su carácter de órgano terminal dentro de su esfera 

competencial, son inatacables y definitivas. 

En consecuencia, una vez emitido un fallo por dicho Tribunal Electoral 

ninguna autoridad puede cuestionar su legalidad, a través de cualquier medio 

de defensa, aunque pretenda fundarse en su propia interpretación de las 

disposiciones de la Constitución General o en el contenido de leyes secundarias, 

pues en caso de admitir un cuestionamiento en cualquier forma, equivaldría a 

desconocerle las calidades que expresamente le confiere la ley fundamental, por 

lo que, en su caso, el actuar de este Alto Tribunal impediría el cumplimiento de 

las resoluciones que dicho Tribunal Electoral emita, lo que infringiría el referido 

artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En ese sentido, el hecho de admitir el conocimiento del presente asunto, 

implicaría: 

1. Modificar el orden jerárquico de las autoridades electorales, para sujetar 

las resoluciones definitivas y firmes del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
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la Federación, máxima autoridad jurisdiccional en la materia, a 

las decisiones de otras autoridades, en contravención a la 

Constitución General. 

2. Desconocer la verdad de la cosa juzgada, que por 

mandato constitucional tienen esas resoluciones. 

3. Usurpar atribuciones concedidas únicamente al Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, de modo directo y expreso por la Ley 

Fundamental del país. 

4. Negar la inconstitucionalidad e ilegalidad de un acto o resolución ya 

calificado como tal, e inclusive dejado sin efectos y sustituido por ese motivo, y 

5. Impedir el cumplimiento de una sentencia definitiva e inatacable, 

pretendiendo hacer nugatoria la reparación otorgada a quien oportunamente la 

solicitó por la vía conducente. 

Situaciones todas estas inaceptables, por atentar contra el orden 

constitucional previsto respecto de los actos y resoluciones electorales, en 

franco atentado y ostensible violación al estado de derecho. 

Bajo esas consideraciones, siendo el acto impugnado la resolución emitida 

por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

en el expediente SUP-JE-81/2020, la cual constituye un acto jurisdiccional de 

naturaleza electoral emitido por un Tribunal especializado del Poder Judicial de 

la Federación, se actualiza la causa de improcedencia en estudio. 

Por todo lo anterior, como se adelantó, en el caso se actualiza la causa de 

improcedencia que prevé el artículo 19, fracciones II y VIII, de la ley 

reglamentaria de la materia, en relación con el diverso 105, fracción I, de la 

Constitución Federal, en consecuencia, procede desechar la demanda 

presentada por el poder actor. 

Conforme a lo anterior, resulta aplicable al caso, la tesis de rubro y texto 

siguiente: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PROCEDE SU DESECHAMIENTO DE 
PLANO SI LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA ESTRIBA EN UNA CUESTIÓN 
DE DERECHO NO DESVIRTUABLE CON LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO. Si 
de la sola lectura de la demanda se advierte que existen cuestiones de derecho 
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que impiden la procedencia de la controversia constitucional y que, por sus 
propios caracteres, no son desvirtuables con su tramitación pues nada de lo que 
se arguya o pruebe podrá modificar o superar esas consecuencias, aquélla debe 
considerarse notoriamente improcedente y, por ende, procede desecharla de 
plano.”19 

Con fundamento en el artículo 28220 del citado código federal, se 

habilitan los días y horas que se requieran para llevar a cabo la 

notificación de este proveído. 

Finalmente, agréguese al expediente la impresión de la evidencia 

criptográfica de este proveído, en términos del Considerando Segundo21, 

artículos 122, 323, 924 y Tercero Transitorio25, del citado Acuerdo General 8/2020, 

y punto Quinto26, del Acuerdo General 14/2020, de veintiocho de julio de dos mil 

veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Por lo expuesto y fundado, se 

A C U E R D A 

PRIMERO. Se desecha de plano, por notoria y manifiesta improcedencia, 

la demanda presentada en vía de controversia constitucional por el Director 

General de Servicios Legales del Gobierno de la Ciudad de México. 

SEGUNDO. Sin perjuicio de lo anterior, se tiene al promovente designando 

delegados y domicilio para oír y recibir notificaciones. 

                                                           
19Tesis P. LXXI/2004. Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, correspondiente al 
mes de diciembre de dos mil cuatro, página mil ciento veintidós, número de registro 179954. 
20 Código Federal de Procedimientos Civiles 
Artículo 282. El tribunal puede habilitar los días y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo exija, expresando cual sea 
ésta y las diligencias que hayan de practicarse. 
21 Acuerdo General número 8/2020 de veintiuno de mayo de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación 
Considerando Segundo. La emergencia sanitaria generada por la epidemia del virus SARS-CoV2 (COVID-19), decretada por acuerdo 
publicado en el Diario Oficial de la Federación del treinta de marzo de dos mil veinte, ha puesto en evidencia la necesidad de adoptar 
medidas que permitan, por un lado, dar continuidad al servicio esencial de impartición de justicia y control constitucional a cargo de la 
Suprema Corte de la Justicia de la Nación y, por otro, acatar las medidas de prevención y sana distancia, tanto para hacer frente a la 
presente contingencia, como a otras que en el futuro pudieran suscitarse, a través del uso de las tecnologías de la información y de 
herramientas jurídicas ya existentes, como es la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL), y 
22 Artículo 1. El presente Acuerdo General tiene por objeto regular la integración de los expedientes impreso y electrónico en 
controversias constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad, así como en los recursos e incidentes interpuestos dentro de esos 
medios de control de la constitucionalidad; el uso del Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para la 
promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por vía electrónica en los expedientes respectivos y la celebración de 
audiencias y comparecencias a distancia. 
23 Artículo 3. En el Sistema Electrónico de la SCJN, los servidores públicos y las partes accederán a los expedientes electrónicos 
relacionados con controversias constitucionales y con acciones de inconstitucionalidad mediante el uso de su FIREL, en los términos 
precisados en este Acuerdo General. 
24 Artículo 9. Los acuerdos y las diversas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del Ministro Presidente o del 
Ministro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que puedan firmarse de manera autógrafa 
y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la FIREL. 
25 Tercero Transitorio. La integración y trámite de los expedientes respectivos únicamente se realizará por medios electrónicos, sin 
menoscabo de que se integre su versión impresa una vez que se reanuden las actividades jurisdiccionales de la SCJN. 
26 Acuerdo General 14/2020, de veintiocho de julio de dos mil veinte, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
QUINTO. Los proveídos que corresponda emitir al Ministro Presidente y a las y los Ministros instructores, así como los engroses y votos 
se firmarán, electrónicamente. La versión impresa de esas determinaciones, en la que consten las respectivas evidencias criptográficas, 
se agregará sin necesidad de certificación alguna. 
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TERCERO. Una vez que cause estado este auto, 

archívese el expediente como asunto concluido.  

Notifíquese por lista y por oficio al Poder Ejecutivo de la 

Ciudad de México. 

Lo proveyó y firma el Ministro instructor José Fernando 

Franco González Salas, quien actúa con Carmina Cortés Rodríguez, 

Secretaria de la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de 

Acciones de Inconstitucionalidad de la Subsecretaría General de Acuerdos de 

este Alto Tribunal, que da fe. 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Esta hoja forma parte del acuerdo de ocho de febrero de dos mil veintiuno, dictado por el Ministro José Fernando 
Franco González Salas, instructor en la controversia constitucional 1/2021, promovida por el Poder Ejecutivo de la 

Ciudad de México. Conste. 
FEML/JEOM 
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